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Tema:



MÍNIMO VITAL / INVALIDEZ / PERDIDA DE CAPACIDAD LABORAL / Pago de prestaciones económicas derivadas de incapacidades superiores a 180 días / CONCEDE y MODIFICA / “ Si bien es cierto, en principio se podría afirmar que no es procedente acudir a este mecanismo judicial para esos fines, máxime cuando existen otros mecanismos de defensa judiciales, también es cierto que la misma se torna procedente cuando existe una amenaza latente contra los derechos fundamentales de quien la invoca; en este sentido ha sido clara la Corte Constitucional al señalar que se presume una afectación al mínimo vital del accionante en los eventos en que la pretensión se trate concretamente del pago de incapacidades, y es claro porque se está ante el caso de una persona que ha dejado de recibir ingresos por concepto de su trabajo, los cuales se constituyen en su única fuente de ingreso para sufragar sus necesidades básicas y las de su familia…”
(…)

“La Nueva EPS en atención a lo regulado en el artículo 142 del Decreto 019 de 2012, remitió concepto de rehabilitación favorable a Colpensiones el 9 de abril de 2015 (según consta en folios 55 y 56). Lo que quiere decir que no es verdad lo afirmado por esta última al decir que “la Nueva EPS remitió un concepto de rehabilitación indeterminado” y que por esta razón corresponde a la Empresa Promotora de Salud pagar el subsidio posterior al día 180 hasta cuando remita concepto favorable.
La Junta Regional de Calificación de invalidez indicó que emitió dictamen de pérdida de capacidad laboral del 41.46% al señor Valencia Toro el 8 de febrero de 2016, de origen común y con fecha de estructuración del 22 de septiembre de 2015, decisión ante la cual se interpuso recurso de reposición (resuelto desfavorablemente el 4 de abril) y el subsidio de apelación (que fue concedido por esa Junta). Señaló que le corresponde a Colpensiones el pago de los honorarios a la Junta Nacional de Calificación de Invalidez para que pueda surtirse el trámite de apelación (lo cual se le dio a conocer a esa entidad mediante oficio del 18 de abril como se observa en folio 146).”
(…)
“MODIFICAR el numeral segundo del fallo revisado, en el sentido de ORDENAR A COLPENSIONES que en el término de cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta decisión reconozca y pague las incapacidades generadas desde el primer día del mes de junio de 2016, y las que se generen en adelante se reconocerán y pagarán una vez expedidas por el médico tratante, hasta tanto se reconozca el porcentaje de pérdida de capacidad laboral y el mismo quede en firme.”
Citación jurisprudencial: Sentencia T-643 de 2014. / Ver Sentencias T-972 de 2003, T-413 de 2004, T-855 de 2004, T-1059 de 2004, T-201 de 2005, T-789 de 2005, T-530 de 2008, T-334 de 2009, T – 018 de 2010, T-797 de 2010, T-984 de 2012, entre otras. / Ver Sentencias T-549 de 2006, T-125 de 2007, T-243 de 2007 y T-984 de 2012. / Ver sentencia T-311 de 1996, tesis que ha sido reiterada en sentencias T-201 de 2005 y T-789 de 2005 entre otras. / Sentencia T-818 de 2000. / Sentencia T-334 de 2009. Ver en el mismo sentido Sentencias T-416 de 2009 y T-797 de 2010.
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ASUNTO
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el Vicepresidente Jurídico y Secretario General (E) de COLPENSIONES, entidad accionada dentro del presente asunto, así como por el señor JORGE HUMBERTO VALENCIA TORO en calidad de accionante, contra el fallo proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad el 09 de agosto de 2016, mediante el cual tuteló el derecho fundamental al mínimo vital invocado por el libelista. 
ANTECEDENTES:

El señor Jorge Humberto Valencia Toro interpuso acción de tutela en contra de la Administradora Colombiana de Pensiones al considerar vulnerados sus derechos fundamentales al mínimo vital, igualdad y dignidad humana, con base en los hechos que a continuación se relacionan: 

I) Desde el 9 de septiembre del año 2014 se encuentra vinculado laboralmente con la sociedad “SETIP INGENIERÍA S.A.” como conductor de tractocamión. 

II) A partir del 13 de enero de 2015 se le empezaron a generar incapacidades por el diagnóstico médico “dolor en sacro iliaca izquierda con posterior disestesias en muslo”; “Ahora con sensación tipo punzada en sacro iliaca derecha, dolor y rigidez en las manos”; “Antecedente de compresión radicular en L3-L4”; “paciente con lumbalgia crónica”; “paciente desacondicionado por dolor, lo cual perpetúa”; “paciente con cambios de hipertrofia de ligamento amarillo L3-L4 y L5-S1 con marcada limitación funcional” 
III) Las incapacidades se han generado con el origen de enfermedad común. 

IV) El 11 de julio de 2015 superó los 180 días iniciales de incapacidad, y hasta ese momento la EPS le hizo el pago por ese concepto; las incapacidades que se generaron después de esa fecha las presentó ante su empleador, quien se las devolvió el 13 de julio de 2016, es decir, un año después, señalándole que para el pago de las mismas debía realizar el trámite ante Colpensiones. Hasta ese momento no había recibido entonces ningún tipo de ingreso. 
V) La solicitud se radicó en Colpensiones pero es sabido que esa entidad se demora mucho tiempo en realizar el reconocimiento de incapacidades. 
VI) Lleva diecinueve meses sin poder laborar, se encuentra en trámite de calificación de pérdida de capacidad laboral debido a que en el mes de abril se profirió el primer dictamen, con el cual no estuvo de acuerdo por lo que interpuso recurso de reposición (que no prosperó) y de apelación ante la Junta Nacional de Calificación de Invalidez; señaló que actualmente no cuenta con recursos para su mínimo vital. 
VII) El 17 de junio del este año presentó petición ante Colpensiones, pidiéndoles que le pagaran las incapacidades adeudadas e hicieran lo pertinente para que la Junta Nacional pudiera emitir una nueva calificación, a lo que respondió la entidad que su solicitud había sido recibida pero aún no había sido citado por esa Junta. 

Con base en lo expuesto solicitó ordenar a Colpensiones informar de manera clara y precisa si ya hizo lo pertinente para que la Junta Nacional emita su calificación, notificándole la fecha programada para ese fin; y que empiece a realizar los pagos de las incapacidades superiores al día 180 que fueron radicadas en esa entidad. 
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

El Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad avocó el conocimiento de la actuación el 26 de julio de 2016 y corrió traslado a la parte accionada en la forma indicada en la ley. 
Posteriormente, al realizar el estudio de la situación fáctica planteada decidió tutelar el derecho fundamental al mínimo vital del señor JORGE HUMBERTO, lo cual hizo al encontrar demostradas varias circunstancias frente al tema de las incapacidades que se le han venido generando al mismo “desde el 9 de septiembre de 2014”:
I) La Nueva EPS reconoció y pagó las incapacidades correspondientes a los primeros 180 días. 
II) Las incapacidades posteriores al día 180 (generadas a partir del mes de marzo de 2015), fueron pagadas por la empresa “SETIP Ingeniería S.A.” hasta el mes de abril de este año. 
III) Según lo dicho por el accionante, se está ocasionando una afectación a su mínimo vital y el de su familia ante las dificultades que tienen para subsistir, las cuales son generadas por la interrupción de su trabajo y con este la suspensión del pago de su salario, en estos casos, según lo ha señalado la Corte Constitucional se invierte la carga de la prueba y le correspondería a la accionada demostrar que no hay tal afectación.   
IV) El hecho de que el médico tratante continúe generándole incapacidades, es señal de que aún no está rehabilitado ni en condiciones laboralmente aceptables para un reintegro, por lo que debe seguir las prescripciones del mismo hasta tanto esté en condiciones de desarrollar una actividad laboral. 
V) Corresponde a Colpensiones el pago de las incapacidades superiores al día 181 que hasta ahora se le han causado al señor Jorge Humberto en razón de su enfermedad, mientras hay un concepto de rehabilitación o un nuevo dictamen que determine su pérdida de capacidad laboral. 
VI) En la Circular informativa 230042 del 8 de agosto de 2008, el  Ministerio de la Protección Social señaló que en el caso de las enfermedades de origen común, las empresas promotoras de salud deben remitir a las administradoras de fondos de pensiones, antes de cumplir el día 150, el reporte de pronóstico sobre la rehabilitación o curación; y a partir del día 181 dichas administradoras deberán asumir la incapacidad laboral.   

VII) El accionante tiene pendiente el pago de las incapacidades generadas desde el mes de mayo del presente año, las cuales deberán ser asumidas por Colpensiones hasta su reincorporación laboral o se defina de manera definitiva el porcentaje de pérdida de capacidad laboral. 
VIII) Al accionante se le realizó un dictamen de pérdida de capacidad laboral en el mes de abril de este año, con el cual no estuvo de acuerdo, por lo que apeló esa decisión; no obstante, al momento de interposición de la acción de tutela no se había dado trámite a dicha apelación, que implica remitir la documentación a la Junta Nacional de Calificación de Invalidez para efectuar un nuevo dictamen. En este punto advirtió el Despacho que tutelaría los derechos de petición, debido proceso administrativo y seguridad social del señor Valencia Toro. 
Finalmente, el Juez de instancia resolvió tutelar el derecho fundamental al mínimo vital invocado por el accionante, y como consecuencia de ello ordenó a Colpensiones que en el término de 48 horas reconociera y pagara las incapacidades que ya se habían generado para lo cual fue puntual al señalar que iban desde el 1° de mayo hasta el 19 de julio de 2016, así como las que se generaran de ahí en adelante una vez sean expedidas por el médico tratante, ello hasta tanto se reconozca de manera definitiva su pérdida de capacidad laboral.  
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN

La decisión de primera instancia fue impugnada por las partes accionante y accionada, y los argumentos por ellos expuestos se pueden sintetizar así: 
ACCIONANTE - JORGE HUMBERTO VALENCIA TORO: señaló que a pesar de habérsele tutelado sus derechos, el A-quo omitió pronunciarse frente al no pago de la prima de servicios que le adeuda la empresa “SETIP Ingeniería”. 
Mencionó también que por concepto del pago de incapacidades sólo se le paga un 66.67% del valor que percibía cuando estaba trabajando, el cual no es suficiente para sufragar sus necesidades básicas y los gastos de traslado a citas médicas, entre otras. 
ACCIONADA – COLPENSIONES: a través de memorial suscrito por el Vicepresidente Jurídico y Secretario General (E) de Colpensiones, manifestó que el Gerente Nacional de Reconocimiento de esa entidad mediante oficio del 8 de agosto del presente año resolvió la petición del accionante, informándole que no era procedente el pago del subsidio por incapacidad equivalente al que reconoce la EPS, ello por cuanto revisadas sus bases de datos encontraron un concepto de rehabilitación indeterminado y es requisito que ese concepto sea concreto al señalar si es favorable o desfavorable, y que según el Decreto 019 de 2012 le corresponderá a la Nueva EPS cancelar el subsidio equivalente a la incapacidad hasta tanto se emita el correspondiente concepto.  

En cuanto al trámite del recurso de apelación interpuesto en contra del dictamen de pérdida de capacidad laboral inicial, manifestó que sobre ese tema también se le informó debidamente al accionante en respuesta a su derecho de petición. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1° del Decreto 1382 de 2000. 

Le corresponde determinar a esta Sala si en efecto la entidad accionada ha vulnerado los derechos fundamentales reclamados por el señor Jorge Humberto, y si es así, establecer si lo ordenado en la tutela fue suficiente conforme a la situación fáctica planteada o hay lugar a adicionarlo en el sentido pretendido por el libelista; o si por el contrario le asiste razón a la encartada en sus aseveraciones, caso en el que cual se habría de revocar la decisión de instancia. 
De acuerdo con la Carta Política, Colombia es un Estado social y democrático de derecho, lo que se traduce en la concepción humanista del Estado que procura la promoción y mantenimiento de unas condiciones mínimas de existencia de los asociados, acordes con la dignidad de la persona, por ello, el reconocimiento de la primacía de los derechos y las garantías inalienables del ser humano y el establecimiento de mecanismos efectivos para la protección y aplicación de los mismos. 

La tutela es un instrumento confiado por la Carta Política en su artículo 86 a los Jueces, cuya justificación se contrae a brindar a quien la reclama la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales que estima han sido transgredidos por la acción u omisión de una autoridad pública o de los particulares (de manera excepcional), lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución Política colombiana. 
Como quiera que lo pretendido por el libelista está enfocado a obtener por vía de tutela el pago de unas prestaciones económicas derivadas de las incapacidades que se le han venido generando desde el año 2014, y que según afirma no han sido pagadas por parte de Colpensiones; es importante establecer si para el caso concreto se cumple con los requisitos de procedibilidad de la tutela. Si bien es cierto, en principio se podría afirmar que no es procedente acudir a este mecanismo judicial para esos fines, máxime cuando existen otros mecanismos de defensa judiciales, también es cierto que la misma se torna procedente cuando existe una amenaza latente contra los derechos fundamentales de quien la invoca; en este sentido ha sido clara la Corte Constitucional al señalar que se presume una afectación al mínimo vital del accionante en los eventos en que la pretensión se trate concretamente del pago de incapacidades, y es claro porque se está ante el caso de una persona que ha dejado de recibir ingresos por concepto de su trabajo, los cuales se constituyen en su única fuente de ingreso para sufragar sus necesidades básicas y las de su familia, así ha expresado esa Alta Corte en sentencia T-643 de 2014 que:  
“Es así como, si bien por regla general las reclamaciones de acreencias laborales deben ser ventiladas ante la jurisdicción ordinaria, ha sostenido esta Corporación en numerosos casos similares al sometido a revisión, que la acción de tutela, de manera excepcional, resultará procedente para reconocer el pago de incapacidades médicas.
 Esto, en el entendiendo que al no contar el trabajador con otra fuente de ingresos para garantizar su sostenimiento y el de las personas que dependan de él,
 la negativa de una E.P.S de cancelar las mencionadas incapacidades puede redundar en una vulneración a los derechos al mínimo vital, seguridad social y vida digna, caso en el cual es imperativa la intervención del juez constitucional. Al respecto ha sostenido la jurisprudencia constitucional:

“[E]l reconocimiento y pago de una incapacidad asegura al trabajador un ingreso económico durante el periodo de su convalecencia, permitiéndole asumir su proceso de recuperación en los términos y condiciones médicamente diagnosticadas
, particularmente por la especial protección a que tiene derecho en vista de su situación de debilidad manifiesta
, además de garantizársele su derecho al mínimo vital
, permitiendo la satisfacción de las necesidades básicas de él y su grupo familiar económicamente dependiente, mientras se reintegra a la actividad laboral.
 

 

Es por ello que, con el reconocimiento de éste tipo de prestaciones se pretende garantizar las condiciones mínimas de vida digna del trabajador y del grupo familiar que de él depende, en especial cuando se deterioran sus condiciones de salud o de orden económico. De esta misma manera, este derecho encuentra un amplio desarrollo en instrumentos internacionales.
 

 

Así, ante circunstancias como las anteriores, en las que los derechos fundamentales se encuentran afectados por el no pago de una incapacidad laboral, el amparo constitucional es el mecanismo judicial apropiado para consolidar la protección de tales derechos”.
 (Negrillas por fuera del texto original) 
Encontrándose acreditada la procedencia de la presente acción de tutela, es menester hacer mención a las situaciones que se han logrado establecer por esta Corporación en el transcurso de la misma: 

I) Se puede evidenciar a folio 72 que el señor Jorge Humberto Valencia Toro ha venido presentando incapacidades desde el 13 de enero del año 2015 hasta la actualidad; y en el desarrollo de la presente actuación se pudo establecer que las mismas han sido generadas por una enfermedad de origen común, por esta razón el trámite establecido según normatividad vigente es que el pago de estas incapacidades corresponde
 al empleador los primeros dos días, a partir del día tercero corresponde a la Entidad Promotora de Salud y finalmente, a partir del día 181 corresponde a la Administradora de Pensiones que en este caso es Colpensiones.   
II) La empresa “SETIP ingeniería” realizó el pago de auxilio por incapacidad durante los primeros 180 días y efectuó el recobro que le permite la ley ante la Nueva EPS; y no solo eso, sino que además continuó pagando las incapacidades del señor Jorge Humberto hasta el mes de mayo de este año
, aún cuando ya dicha obligación correspondía por disposición legal a Colpensiones. Esto se puede vislumbrar en los recibos de pago que anexó dicha empresa a su pronunciamiento frente a esta acción de tutela. Cabe mencionar en esta oportunidad que hubo un error en la apreciación que hizo el Juez de instancia sobre este tópico, pues en su análisis señaló que dicho pago sólo se realizó hasta el mes de abril del presente año, y en ese orden, tomó la decisión de ordenar a Colpensiones el pago de las incapacidades adeudadas desde el 1º de mayo inclusive. 
III) La Nueva EPS en atención a lo regulado en el artículo 142 del Decreto 019 de 2012, remitió concepto de rehabilitación favorable a Colpensiones el 9 de abril de 2015 (según consta en folios 55 y 56). Lo que quiere decir que no es verdad lo afirmado por esta última al decir que “la Nueva EPS remitió un concepto de rehabilitación indeterminado” y que por esta razón corresponde a la Empresa Promotora de Salud pagar el subsidio posterior al día 180 hasta cuando remita concepto favorable. 
IV) la Junta Regional de Calificación de invalidez indicó que emitió dictamen de pérdida de capacidad laboral del 41.46% al señor Valencia Toro el 8 de febrero de 2016, de origen común y con fecha de estructuración del 22 de septiembre de 2015, decisión ante la cual se interpuso recurso de reposición (resuelto desfavorablemente el 4 de abril) y el subsidio de apelación (que fue concedido por esa Junta). Señaló que le corresponde a Colpensiones el pago de los honorarios a la Junta Nacional de Calificación de Invalidez para que pueda surtirse el trámite de apelación (lo cual se le dio a conocer a esa entidad mediante oficio del 18 de abril como se observa en folio 146). 

Sobre este punto es importante mencionar que el artículo 43 de la Ley 100 de 1993 señala que los honorarios le serán pagados a la Junta Nacional de Calificación de Invalidez “por la entidad de previsión o seguridad social correspondiente.”; así mismo, el artículo 43 del Decreto 1352 de 2013 estableció que la Junta Regional de Calificación de Invalidez no remitirá el expediente a la Junta Nacional hasta tanto se allegue la consignación de dichos honorarios. Es de resaltar que dicha norma señala expresamente que “Presentado el recurso de apelación en tiempo, el Director Administrativo y Financiero de la Junta Regional de Calificación de Invalidez remitirá todo el expediente con la documentación que sirvió de fundamento para el dictamen dentro de los dos (2) días hábiles siguientes a la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, salvo en el caso en que falte la consignación de los honorarios la Junta Nacional.” (Negrillas por fuera del texto original); si se tiene en cuenta el caso concreto es evidente que ese tiempo se encuentra más que superado y que no le sería excusable a Colpensiones su tardanza en el pago de dichos honorarios, ni siquiera en el hipotético caso de ser cierto que no lo ha hecho porque la Junta Nacional no le ha remitido la respectiva cuenta de cobro.
VI) Frente a las peticiones del accionante en su escrito de impugnación debe decirse por una parte que el tema del no pago de la prima de servicios que alega no fue un tema debatido en la primera instancia, por lo tanto en este sentido no habrá pronunciamiento alguno; ahora, en lo que tiene que ver con el valor de la incapacidad que se le ha venido reconociendo (66.67% del valor que percibía cuando se encontraba trabajando), se puede hacer alusión a lo dicho en el artículo 227
 del Código Sustantivo del Trabajo “…VALOR DE AUXILIO.  En caso de incapacidad comprobada para desempeñar sus labores, ocasionada por enfermedad no profesional, el trabajador tiene derecho a que el {empleador} le pague un auxilio monetario hasta por ciento ochenta (180) días, así: las dos terceras (2/3) partes del salario durante los primeros noventa (90) días y la mitad del salario por el tiempo restante.” (Negrillas por fuera del texto original”. Queda claro entonces que por disposición legal (artículo en cita) no existe en este sentido vulneración alguna, ello por cuanto las 2/3 partes de las que habla dicho artículo corresponden al 66% del que discurre el accionante. 
En conclusión habrá de modificarse la decisión de primera instancia, no obstante, conforme a lo dicho en el literal II de la parte considerativa, se modificará el mes a partir del cual deberá Colpensiones cancelar el pago de las incapacidades adeudadas.   

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,
RESUELVE
PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad el 09 de agosto de 2016, donde es accionante el señor JORGE HUMBERTO VALENCIA TORO, ello por las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión.

SEGUNDO: MODIFICAR el numeral segundo del fallo revisado, en el sentido de ORDENAR A COLPENSIONES que en el término de cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta decisión reconozca y pague las incapacidades generadas desde el primer día del mes de junio de 2016, y las que se generen en adelante se reconocerán y pagarán una vez expedidas por el médico tratante, hasta tanto se reconozca el porcentaje de pérdida de capacidad laboral y el mismo quede en firme.  
TERCERO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
Secretaria
� Ver Sentencias T-972 de 2003, T-413 de 2004, T-855 de 2004, T-1059 de 2004, T-201 de 2005, T-789 de 2005, T-530 de 2008, T-334 de 2009, T – 018 de 2010, T-797 de 2010, T-984 de 2012, entre otras.


� Ver Sentencias T-549 de 2006, T-125 de 2007, T-243 de 2007 y T-984 de 2012.


� Ver sentencia T-311 de 1996, tesis que ha sido reiterada en sentencias T-201 de 2005 y T-789 de 2005 entre otras.


� Ver sentencia T-789 de 2005.


� En sentencia T-818 de 2000 se indicó que el concepto de mínimo vital  no se circunscribe a una subsistencia biológica sino que el mismo “debe permitir el ejercicio y realización de los valores y propósitos de vida individual, y su falta compromete el logro de las aspiraciones legítimas del grupo familiar que depende económicamente del trabajador.”


� Sentencia T-789 de 2005.


� Artículo 93 de la Constitución Política colombiana y artículo 4 del decreto 2591 de 1991. Este último establece “Interpretación de los derechos tutelados. Los derechos protegidos por la acción de tutela se interpretarán de conformidad con los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia”. De la misma manera sobresalen la Declaración Universal de Derechos Humanos, artículo 22, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, artículo 9 de la Ley 74 de 1968, la Declaración Americana de los Derechos de la Persona, en la Novena Conferencia Internacional Americana en Bogotá, 1948, el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales o Ley 319 de 1996, artículo 9; la Declaración sobre los Derechos Humanos de los Individuos que no son Nacionales del País en que viven y, finalmente, la Convención sobre Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer o Ley 51 de 1981, artículo 11.


� Sentencia T-334 de 2009. Ver en el mismo sentido Sentencias T-416 de 2009 y T-797 de 2010.


� Decreto 1406 de 1999, parágrafo 1 (modificado por el Decreto 2943 de 2013).


� Folio 109


� “Artículo declarado CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-543-07 de 18 de julio de 2007, Magistrado Ponente Dr. Álvaro Tafur Galvis, '... en el entendido que el auxilio monetario por enfermedad no profesional no podrá ser inferior al salario mínimo legal vigente'”
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